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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ
BOLETÍN  003 DE 26  DE ABRIL DE 2010
	1. PROVIDENCIAS DE INTERÉS DE ESTA CORPORACIÓN




1.1 Sala civil
1.1.1 CLÁUSULA COMPROMISORIA. NORMAS DE ORDEN PÚBLICO RELATIVAS A DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE  JUSTICIA Y DEBIDO PROCESO PREVALECEN SOBRE ACUERDO DE LAS PARTES TENDIENTE A ESTABLECER REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD NO CONSAGRADOS EN LA LEY PARA CONVOCAR TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO: “para el trámite arbitral no erigió, el legislador, ningún requisito de procedibilidad como el extrañado por la parte convocada y, por demás, una conclusión contraria a la anotada, implicaría, indefectiblemente, desatender normas de rango superior, cercenando, así, el derecho de los contratantes a acceder a la administración de justicia. Además, como lo expresó el H. Consejo de Estado, por tal vía se contrariarían normas procesales, las cuales son de orden público, de derecho público y, por ende, de obligatorio cumplimiento para los asociados “
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 29 DE LA C.N




: ARTÍCULO 229 DE LA C.N.
: ARTÍCULO 116 DE LA C.N. INCISO 4°
: LEY 270 DE 1996, ARTÍCULO 2°
: DECRETO 1818 DE 1998, ARTÍCULO 141
: DECRETO 1818 DE 1998, ARTÍCULO 147
: DECRETO 1818 DE 1998, ARTÍCULO 161
: DECRETO 1818 DE 1998, ARTÍCULO 163, CAUSAL 2ª
FECHA



: 10/03/2010
PONENTE


: Dr. RODOLFO ARCINIEGAS CUADROS
DEMANDANTE

: EDIFICIO CENTRO DE COMERCIO INTERNACIONAL
DEMANDADO


: INHISA
RADICACIÓN 


: 11001220300020090108200
Para examinar el texto completo del documento pulsar 11001220300020090108200 
1.2 Sala de familia


1.2.1 DEMANDA EN FORMA. “se debe señalar que si bien la exclusión de bienes inventariados en la herencia, es asunto que por su naturaleza debe resolverse de modo uniforme para todos los herederos como se desprende del artículo 83 del C. de P. C. y lo previene además el artículo 81 ibídem para cuando una demanda contra la sucesión verse sobre “proceso de conocimiento”, lo realmente cierto y lo que importa es que en este caso el proceso ni la decisión de fondo de primera instancia tuvieron lugar a espaladas de las personas que por mandato legal son sujetos de la relación sustancial debatida, pues los actores CARMEN LUCÍA y JOSÉ MIGUEL, quienes obviamente son parte del proceso, en él han actuado sin plantear ninguna inconformidad con la integración del contradictorio, y antes bien expresando, por el contrario, su aceptación tácita y anticipada con el fallo favorable a la exclusión, lo que explica lo uniforme que ha sido la decisión para la totalidad de quienes por ley integran en este caso el contradictorio, y explica así mismo que, después de proferido dicho pronunciamiento, no lo hubiesen recurrido.”
EXCLUSIÓN DE BIENES DE LA PARTICIÓN. “con la concurrencia de los títulos de propiedad aportados por los actores principales y ante la ineptitud legal de todos los medios de convicción traídos a los autos por el reconviniente para demostrar y pedir que los pretendidos derechos cuotativos de dominio de la causante sobre los predios Lote No.2 Guayabal y Tobitos se restituyan a su causa mortuoria, se abre paso obviamente la pretensión de exclusión de los mismos aducida por los primeros al amparo del artículo 1388 del C. C.; y, consecuentemente, se abre paso también la exclusión de los otros bienes a que alude el inventario adicional, allí mismo practicado el 16 de abril de 1998, como producto que son estos del fracasado intento por demostrar el derecho de dominio sobre esos inmuebles en cabeza de la causante; que a su turno traduce la desestimación de la pretensión en reconvención.”
FALTA DE COMPETENCIA DEL JUEZ CONDUCE A LA NULIDAD DE LA ACTUACIÓN Y NO A PROFERIR SENTENCIA INHIBITORIA CON FUNDAMENTO EN LA CARENCIA DE ESE APARENTE PRESUPUESTO PROCESAL: “En el fondo, la ineptitud de demanda que plantea el recurrente se apoya en la “falta de competencia” para conocer del litigio; asunto respecto del cual la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, rectificando su posición anterior, ha sostenido que, junto con la capacidad para ser parte, no constituyen auténticos “presupuestos procesales” cuya ausencia genere sentencia inhibitoria, pues por estructurar ambos causal de nulidad, su ausencia en el proceso “conduce preferencialmente a invalidar la actuación” (sentencia de 12 de enero de 1976, Héctor Roa Gómez, Jurisprudencia Corte Suprema de Justicia, tomo III, pág. 999). Significa lo precedente, que estando sometida la falta de competencia, como causal de nulidad que es, a los requisitos de oportunidad, defensa y saneamiento previstos por el Código de Procedimientos civil para todas la nulidades en general, a ellos debió sujetarse el recurrente en su formulación.”
INTERPRETACIÓN DE LA DEMANDA. “Examinada e interpretada, consecuentemente, la demanda principal que dio inicio a este proceso, observa el Tribunal que si bien es verdad que en su encabezamiento los actores dijeron actuar en “calidad de herederos de la señora MARGARITA TORRES DE ARANGO”, no remite a dudas que cuando formularon sus pretensiones lo hicieron como verdaderos terceros a la sucesión, no sólo por el contenido de las cuatro primeras de ellas, sino porque en la quinta y en la sexta, que son en las que ve el censor el ejercicio del derecho real de herencia, los actores solicitan “frente todos los herederos” que se declare que únicamente ellos tienen los “derechos exclusivos” sobre los bienes allí descritos, que es lo que caracteriza precisamente a la acción ordinaria prevista en el artículo 1388 del C. C.; a todo lo cual se suma que aquellos hubiesen citado dicha norma y el artículo 605 del C. de P. C. como fundamentos de derecho. Si los actores persiguen un derecho exclusivo sobre bienes inventariados en la causa mortuoria de la causante, no se puede sostener, así hubiesen advertido al inicio que actuaban como herederos de ella, que estén persiguiendo, como lo aduce el recurrente, que se les adjudique una cosa singular “de la masa partible”, ni que para que esos bienes puedan ser declarados y reconocidos como “derechos exclusivos” de los actores frente a todos los herederos, “tengan que estar necesariamente incluidos en la masa partible”, pues una interpretación racional y de conjunto de la demanda pone en evidencia que todas sus pretensiones apuntan a la obtención de los fines que se prevén en los artículos 1388 del C. C. y 605 del C. de P. C., vale decir, la declaración de que son bienes exclusivos de terceros y que por esa razón deben excluirse de la sucesión; perspectiva desde la que inclusive las citadas pretensiones quinta y sexta están sustentadas en el derecho real de dominio y no en el derecho real de herencia, como lo afirma el apelante”

INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES “si los actores principales actuaron como verdaderos terceros, tal cual se desprende además de los fundamentos fácticos de su libelo, deduciendo una pretensión exclusiva de dominio frente a la sucesión, y solicitando la exclusión de los correspondientes bienes allí inventariados, no puede sostenerse válidamente que las primeras cuatro pretensiones sean opuestas o contradictorias con la quinta y con la sexta, ni que estas dos lo sean a su turno con la séptima, pues si acorde con el artículo1388 del C. C. la obtención de la exclusión es consecuencia natural y lógica de la propiedad en cabeza de persona distinta de la causante, no hay nada extraño en que los aquí actores hubiesen solicitado en las distintas pretensiones de su demanda que se les declare “dueños plenos y absolutos” (1ª y 2ª );  que la causante no tenía ningún derecho (3ª y 4ª ); que, frente a todos los herederos, sólo ellos “tienen derechos exclusivos” (5ª y 6ª ); y que se “decrete la exclusión” de los bienes de la respectiva causa mortuoria (7ª ); por cuanto todas esas peticiones armonizan entre ellas, o al menos no son opuestas o contradictorias entre sí, siendo además todas ellas inherentes al contenido del aludido precepto; o como lo advierte la Corte Suprema de Justicia en la sentencia antes citada, analizadas en el sentido interpretativo en que las pretensiones individual y colectivamente consideradas son capaces de producir el efecto jurídico previsto por el citado artículo 1388, deseado por los actores principales.”

PRUEBA SOLEMNE. “con justificada razón el a quo, apoyándose en el artículo 1857 del C. C., resolvió la exclusiva pretensión de dominio con fundamento en las correspondientes escrituras, reclamando al reconviniente la aportación de un título de similar calidad, del cual pudiera desprenderse la propiedad en cabeza de la causante, ante cuya ausencia y tras afirmar que la abundante prueba oral recepcionada “no es apta para probar el contrato de compraventa de inmuebles”, decidió el litigio a favor de los reconvenidos. Por ende, no puede sostenerse, como lo hace el recurrente, que el a quo no apreció en conjunto el acervo probatorio, ni que tampoco lo hizo de acuerdo con las reglas de la sana crítica, y menos que no hubiese hecho exposición razonada sobre el mérito de los medios de prueba; porque, ciertamente, cumplió con esos mandatos del derecho probatorio.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 946 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 1321 DEL C.C.

: ARTÍCULO 1388 DEL C.C.

: ARTÍCULO 1857 DEL C.C.

: ARTÍCULO 75 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 76 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 77 DEL C.P.C.

 



: ARTÍCULO 81 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 83 DEL C.P.C.

: ARTÍCUILO 140 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 142 DEL C.P.C

: ARTÍCULO 143 DEL C.P.C.

: ARTÍCULO 400 DEL C.P.C. 

: ARTÍCULO 605 DEL C.P.C.
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: 12/05/2006
PONENTE


: Dra. GLORIA ISABEL ESPINEL FAJARDO
DEMANDANTE

: CARMEN LUCÍA ARANGO TORRES DE PARDO Y 




 JOSÉ MIGUEL ARANGO TORRES
DEMANDADO


: MARÍA DEL ROSARIO ARANGO TORRES y




  ROBERTO ARANGO TORRES

RADICACIÓN 


: 110013101000820010050601
Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 110013101000820010050601 

1.3 Sala Laboral

1.3.1 EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE CONTINUIDAD LABORAL. SE PRESENTA CUANDO PESE A LA APARENTE CONTINUIDAD, LAS PARTES, DADA LA CALIDAD DEL TRABAJADOR (SOCIO Y GERENTE DE LA FIRMA) MANIFIESTAN SU VOLUNTAD DE TERMINAR UNA RELACIÓN LABORAL E INICIAR OTRA. “Así, de las pruebas antes enunciadas, concluye esta Corporación, que entre las partes en conflicto existieron dos relaciones contractuales, la primera, regida por un contrato de trabajo a término indefinido desde el 1º de Julio de 1985 y hasta Noviembre 15 de 1999, el cual se liquidó; y la segunda desde Noviembre 16 de 1999 y hasta la terminación en Abril 30 de 2008, en ambos desempeñando el demandante el cargo de gerente de la sociedad demandada.

Específicamente sobre esta última relación contractual es en donde se centra el conflicto, pues según el demandante se trata de la continuación del primer contrato de trabajo, y según la demandada de un nuevo contrato, en este caso de mandato o de honorarios.

Cabe resaltar que el demandante es socio fundador y actual de la demandada, poseyendo el 20% del capital, según consta en la escritura pública de creación de la sociedad requerida y en el certificado de  la Cámara de Comercio de Bogotá (folios 13 a 18 y 132 a 133 del expediente), y además actuó como gerente y representante legal de la misma, desde su constitución y hasta el momento de la terminación del contrato, por lo que no se trata de un trabajador del común sino de una persona capacitada, profesional del Derecho, pues en este caso actúa en causa propia, empresario, directivo, ejecutivo, y conocedor del alcance y las consecuencias jurídicas de lo que firma o acuerda.

Lo manifestado para indicar que el demandante, se reitera, en su calidad de socio – gerente de la sociedad demandada, en Noviembre 15 de 1999, además de recibir la liquidación final del contrato de trabajo que suscribió en Julio 1º de 1985, determinó con su actuación, en forma consciente, libre y espontánea, un cambio en el tipo de contrato para el desempeño de su función de gerente, pues aceptó pasar de uno laboral a otro de prestación de servicios, con todas sus implicaciones, para ahora, después de aproximadamente 8 años de ejecución, pretender el desconocimiento de su propio acto, para alegar la continuidad de la relación inicial de trabajo.

Para la Sala esta circunstancia desintegra la presunción de existencia de un sólo contrato de trabajo, cuando la función, cargo e igualdad de empleador continúan presente en una nueva relación contractual, en donde además no hubo solución de continuidad frente al vínculo laboral anterior.    

Entonces, es claro para la Sala, y existe acuerdo entre las partes que la primera relación contractual se rigió por un contrato de trabajo a término indefinido, que inició el 1º de Julio de 1985, y terminó el 15 de Noviembre de 1999, ante lo cual se produjo una liquidación final cuyo producto recibió el demandante (folios 90 y 92). Es decir, el demandante, socio y gerente de la demandada, fue consciente de la terminación del contrato de trabajo inicial, y de que recibió la liquidación correspondiente del mismo. 

También es claro para la Sala que las partes suscribieron un nuevo acuerdo, el cual estuvo vigente entre el 16 de Noviembre de 1999 y el 30 de abril de 2008, para la prestación del servicio de gerencia de la sociedad demandada. Sin embargo, las pruebas aportadas al proceso delatan que durante su vigencia estuvo presente la subordinación laboral del demandante con respecto a la junta directiva de la demandada. 

Por tanto, para esta Corporación, la segunda relación contractual entre las partes, siguiendo el principio de la realidad sobre las formas, no fue de mandato o de honorarios como lo definieron las partes, sino de carácter laboral. “

TERMINACIÓN DEL CONTRATO LABORAL POR JUSTA CAUSA. CARGA DE LA PRUEBA. “la accionada no allegó al proceso la carta por medio de la cual terminó el contrato de trabajo suscrito con el demandante, ni prueba alguna que demuestre la falta que éste cometió para adoptar dicha decisión.

Teniendo en cuenta que correspondía a la accionada demostrar la Justa Causa para dar por terminado el contrato de trabajo, sin que lo hubiere hecho, debe en consecuencia confirmarse el fallo proferido en primera instancia.”

INDEMNIZACIÓN MORATORIA. BUENA FE DEL EMPLEADOR. “Dice el apelante que el A quo desconoció lo que las partes realizaban, y acogió un principio de protección de la parte débil, y no el objeto del derecho laboral que es la justicia, dentro de una marco de coordinación económica y equilibrio social, fallando la buena fe debería haber una coordinación económica para la condena, y al no tenerse en cuenta se pronunció la mencionada sentencia.

Debe manifestarse que la indemnización moratoria consagrada en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, no opera per se, sino que debe estudiarse la conducta de la demandada.

Adicional a lo anterior, tiene decantada la Jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que cuando se discute si se está o no frente a una relación laboral, debe absolverse a la demandada de dicho pedimento, toda vez que ella estaba convencida de que se trataba de un contrato de otra índole.  

Así, descendiendo al caso bajo examen, se tiene que la demandada afirmó haber suscrito un contrato de mandato con el demandante, y que en el mismo se estableció como contraprestación el pago de honorarios, circunstancia que se acompasaba con la manifestación de voluntad del demandante en su calidad de socio - gerente de la demandada.   

Por lo anterior se modificará la sentencia impugnada y en su lugar se absolverá a la demandada de dicho pedimento.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 53 C.N. 





: LEY 52 DE 1975





: LEY 50 DE 1990





: ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO





: ARTÍCULO 62 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO





: ARTÍCULO 63 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO





: ARTÏCULO 65 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO





: ARTÍCULO 186 CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO 





: ARTÍCULO 189 CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO 





: ARTÍCULO 190 IBÍDEM, MODIFICADO POR EL ARTÍCULO  



  6 DEL DECRETO 13 DE 1967
FECHA



: 10/02/2010

PONENTE


: Dr. SANTANDER BRITO CUADRADO 

DEMANDANTE

: ALVARO ROJAS DURAN

DEMANDADO


: ZOGARPLAST LTDA

RADICACIÓN 


: 11001310502120080122201

Para examinar el texto completo del documento abrir el anexo denominado 11001310502120080122201

	2. PROVIDENCIAS DE  CORTE CONSTITUCIONAL


2.1 SENTENCIA C-252/10,  EXPEDIENTE RE-152 DECLARA INEXEQUIBLE EL ESTADO DE EMERGENCIA SOCIAL ESTABLECIDO MEDIANTE DECRETO LEGISLATIVO 4975 DE 2009 PARA CONJURAR SUPUESTOS HECHOS SOBREVINIENTES QUE DESESTABILIZABAN EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL.  El presente extracto corresponde a apartes del comunicado de prensa N° 20 de 2010 del 21 de abril de 2010 emitido por la Corte Constitucional por cuanto la Sentencia aún no se ha publicado.  
ESTADO DE EXCEPCIÓN. CARÁCTER SUBSIDIARIO NO SE MATERIALIZA CUANDO EXISTIENDO OTROS MECANISMOS CONSAGRADOS DENTRO DE LA INSTITUCIONALIDAD  PARA CONJURAR LA SITUACIÓN DE ANORMALIDAD SE DEJAN DE UTILIZAR. “La Corte resaltó la forma organizativa de Estado Social de Derecho acogida en Colombia, para significar la sujeción de los poderes públicos a la Constitución y la Ley, como el cumplimiento de unos fines sociales y la efectividad de los derechos constitucionales. De igual modo, destacó la importancia de los principios de separación de poderes, democrático,  participativo y pluralista.
En correspondencia con los objetivos del Constituyente de 1991 de evitar el ejercicio desmedido de los estados de excepción que llevó al país en el pasado a permanecer en tal situación durante décadas, suplantando con ello el principio democrático, la Corte señaló que el alcance de la utilización de esta figura debe ser restrictiva”  
Si bien la Carta Política le confiere al Presidente de la República poderes extraordinarios, no revisten  un grado absoluto, al encontrarse limitados por diversos tipos de controles (políticos y jurídicos) que buscan impedir los excesos y a la vez garantizar los principios fundamentales del Estado. En esa medida, las facultades excepcionales son restrictivas, no pueden suspender los derechos humanos, ni las libertades fundamentales, son intangibles ciertos derechos, no pueden desmejorarse los derechos sociales de los trabajadores, ni las medidas legislativas pueden entrañar discriminación, entre otras. 
En ese sentido, el principio de subsidiariedad impone recurrir a la emergencia sólo cuando se está frente a la imposibilidad o insuperable insuficiencia de las instituciones normales para solucionar las crisis e impedir la extensión de sus efectos. El Estado de derecho, los mecanismos y las formas que le son propios, sufrirían grave menoscabo si pudiere eludirse su curso ante cualquier dificultad o problema de cierta magnitud, pretextando razones de eficacia.
De nuevo, la Corte recabó que los órganos del Estado deben gobernar dentro de la “normalidad institucional”, con las herramientas que le son propias. Su empleo oportuno y eficiente resulta un imperativo para enfrentar situaciones críticas y profundas. Deben crearse condiciones para vivir en normalidad y controlar que las tensiones no rebasen los márgenes normales, actuando cuando todavía se dispone de capacidad de respuesta antes de llegar al punto crítico y la sociedad y sus instituciones se expongan al colapso. 
Ahora bien, la Corporación reconoció que la democracia no es ajena a la agudización de problemas de orden social. El Congreso es el foro natural por excelencia para discutir y resolver las situaciones críticas que se presenten. La procedencia de la emergencia debe resultar cada vez más inusual dadas las experiencias históricas acumuladas, por lo que con el paso del tiempo debe estar precedida de requisitos más rigurosos. Además, el Constituyente de 1991 consignó su preocupación por la usurpación de las atribuciones del Congreso, al pretender suplantar por la vía de emergencia el establecimiento o modificación de tributos, sin la discusión propia del proceso democrático. De ahí que sólo se permita en forma transitoria, pues de lo contrario se suplantaría la voluntad ciudadana.
Al mismo tiempo, reafirmó que el diseño, la organización y la sostenibilidad financiera del Sistema General de Seguridad Social en Salud, corresponde al ejercicio concurrente de las competencias del Congreso de la República (el Gobierno también tiene iniciativa legislativa) y del Presidente de la República (ejercicio de potestad reglamentaria y función de inspección y vigilancia de la prestación de los servicios públicos). 
De igual modo, el presente análisis debe tener en cuenta que la salud como servicio público y derecho fundamental es objeto de especial garantía constitucional, por lo que su regulación debe estar precedida de un proceso de discusión pública que cuente  con la presencia activa de todos los actores en salud, la comunidad médica y la ciudadanía en general.” 
HECHOS SOBREVINIENTES Y EXTRARODINARIOS “se constató que las situaciones de abuso, elusión, evasión, ineficiencia administrativa y corrupción no se muestran como hechos sobrevinientes y extraordinarios. Vienen de tiempo atrás, resultan conocidos, son repetitivos y pueden conjurarse con el uso de las herramientas ordinarias que ofrece el ordenamiento jurídico”.
LA ACCIÓN DE TUTELA NO CONSTITUYE INSTRUMENTO ABUSIVO CUANDO LOS USUARIOS DEL SERVICIO DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD LA PROMUEVEN PARA RECLAMAR MEDICAMENTOS Y SERVICIOS NO “POS”  CUYA NEGACIÓN CHOCA CON SUS DERECHOS FUNDAMENTALES: “El empleo de herramientas constitucionales como la acción de tutela, que busca proteger derechos fundamentales como la salud, por cuanto no puede bajo un Estado que se predica humanista apreciarse por sí mismo, como un abuso por los usuarios del servicio al reclamar medicamentos y servicios no POS. Al respecto, aseguró que la exclusión de ciertos servicios de salud no puede significar que los ciudadanos prescindan de los instrumentos puestos a su disposición cuando consideren que tal exclusión puede entrar en contradicción con sus derechos a la salud, la seguridad social, la vida, la integridad, la igualdad y el principio de dignidad humana.
Al mismo tiempo, subrayó que la sentencia T-760 de 2008, obedece a lo ordenado por el propio legislador en las leyes 100 de 1993 y 1122 de 2007, además de la recurrente violación del derecho a la salud (que obliga al empleo de la acción de tutela), lo cual llevó a la Corte a adoptar órdenes generales para buscar la superación de las fallas de regulación administrativa. 
De manera particular, el Gobierno no demostró que el paso de sus iniciativas tributarias por el Congreso resulte problemático. El Ministerio de Hacienda alegó criterios de eficacia. Al respecto, la Corte recordó que la regulación en salud implica deberes constitucionales para el Estado, en materia  de prestación del servicio público, goce efectivo del derecho y sostenibilidad financiera prioritaria. Por lo tanto, la obligación del Gobierno está en garantizar la prestación del servicio de salud y hacer efectivo el goce del derecho, insistiendo en la materialización de las estrategias que se hagan necesarias para cumplir cabalmente los cometidos estatales.  
En esa línea, la solución al déficit presupuestal en salud no puede limitarse a aliviar el aspecto fiscal del sistema de salud. Deben atacarse las causas que propician el desequilibrio financiero antes que sus efectos. De lo contrario, sería realizar grandes esfuerzos fiscales para tratar de llenar un “saco roto”, como lo sostuvo uno de los intervinientes. Ello dado la presencia de fenómenos como la evasión, elusión, ineficiencia administrativa y corrupción “
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 213 DE LA C.N.




: ARTÍCULO 215 DE LA C.N.




: LEY 100 DE 1993

FECHA



: 16/04/2010
PONENTE


: Dr. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO
DEMANDANTE

: DE OFICIO
RADICACIÓN 


: EXPEDIENTE RE-152  SENTENCIA C-252-10
Para examinar el texto completo del comunicado de prensa abrir el anexo denominado COMUNICADO DE PRENSA N° 20 DE 2010 CORTE CONSTITUCIONAL
2.2 SUSTITUCIÓN PENSIONAL A FAVOR DE COMPAÑERA PERMANENTE. NUEVO ORDEN CONSTITUCIONAL DEROGA TÁCITAMENTE NORMAS QUE VIOLEN EL DERECHO DE IGUALDAD : “tanto en respuesta a la solicitud de la actora, como a la tutela en cuanto tal, Seguros Bolívar adujo que no le asistía ningún derecho a la sustitución pensional del causante, pues al momento de la muerte de Hernando Cuadros Estevez regía la Ley 33 de 1973, que sólo reconocía derechos para la viuda del trabajador, mas “(…) no consagra[ba] derecho alguno para la compañera permanente” (Cuad. 1, folios 9 y 20). Es decir, la demandada pretende que aún después de la Constitución de 1991 se continúe aplicando una disposición que discriminaba, por razones morales, a las mujeres que libremente habían decidido formar una familia sin casarse. Esta postura  pone en evidencia que la decisión de cancelar el pago de la pensión de sustitución supuso una trasgresión al derecho a la igualdad, ya que excluye a una persona de la sustitución pensional que se encuentra bajo el mismo supuesto de una cónyuge – por haber hecho vida marital con determinado hombre –, y sólo por el hecho de no haberse casado. 

3.6 Dicha legislación, hoy derogada, bajo ningún concepto podría producir los efectos ultractivos que la aseguradora pretende, como quiera que a la luz del orden constitucional vigente, con independencia de su origen, la familia se protege como institución básica de la sociedad. Es más, siguiendo lo señalado en las consideraciones generales de esta providencia, incluso con antelación a 1991, la evidente injusticia y, si se quiere, arbitrariedad de las discriminaciones relacionadas con las familias constituidas  por vínculos meramente naturales, desde hace muchos años comenzaron a desmontarse, para proteger y amparar con los mismos derechos a sus miembros, como fue el caso de la sustitución pensional. 

Por ende, no es dable aceptar que la empresa demandada pretenda aplicar una disposición contraria al derecho a la igualdad suspendiendo el pago de la mesada pensional que recibía la demandante para cubrir su mínimo vital.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 13 C.N.
: ARTÍCULO 42 C.N.
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	3. PROVIDENCIAS DE  CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


3.1 Sala Civil 

3.1.1 CADUCIDAD DEL DERECHO A TRAMITAR INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS CUYA SATISFACCIÓN GARANTIZABA LA CAUCIÓN.  “En el presente caso se observa que la sentencia que declaró infundado el recurso de revisión formulado por María Amparo Mahecha de Cedeño y José Leonardo Cedeño Moreno, se profirió el 28 de abril de 2009, sin que hasta ahora se haya formulado el incidente de regulación de perjuicios. 

Síguese de lo anterior que el derecho a cobrar los daños que pudo generar el trámite del recurso a los demandados en revisión decayó por efecto de la caducidad y, por lo mismo, esa condena ya no resulta exigible, pues se ha superado con creces el término de 60 días hábiles previsto en el artículo 307 del C. de P. C.; en esas circunstancias, nada justifica conservar la caución que se presentó para el eventual pago de dichos perjuicios.”
CAUCIÓN. FINES. GARANTÍZAR EL PAGO DE LAS COSTAS Y PERJUICIOS QUE PUEDAN OCASIONARSE AL CONTRADICTOR TRIUNFANTE: “la liquidación de la condena que por ese concepto se emitió, no dependía de la actividad de la parte, sino que correspondía a la secretaría, de conformidad con el artículo 393 del C. de P. C., y al no ser objetada, cobró toda firmeza y se eleva como una obligación de carácter exigible frente a la cual, desde luego, la caución otorgada en dinero efectivo depositado en la cuenta de depósitos judiciales, cumple la función de garantizar el pago de esos emolumentos.”
FUENTE NORMATIVA

: ARTÍCULO 307 DEL C.P.C.




: ARTÍCULO 308 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 383 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 384 DEL C.P.C.





: ARTÍCULO 393 DEL C.P.C.




: ARTÍCULO 678 DEL C.P.C.
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1.- PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN

1.1. M.P.  BOLAÑOS PALACIOS FERNÁNDO LEÓN- Rad. 110016000023200908236 01 (10-11-09) HURTO EN SUPERMECADOS Y ALMACENES – Antijuridicidad material – La falta de idoneidad de los actos dirigidos al hurto, aunada a los mecanismos de vigilancia y control de los establecimientos de comercio, impiden que pueda configurarse una lesión, perjuicio o puesta en peligro del bien jurídico tutelado 

“2. Esta Sala comparte plenamente la motivación de la sentencia impugnada, en cuanto afirma que la conducta de OLGA PATRICIA PUERTA RAMOS, dirigida inequívocamente a hurtar, fue inidónea desde el comienzo y, por lo tanto, no tuvo aptitud para iniciar la ejecución del delito que se propuso cometer.

La impropiedad de los movimientos realizados por la implicada conllevó a que los vigilantes del supermercado CARULLA la vieran cuando ella tomó los tarros de ENSURE del mostrador y los guardó en su bolso.

En adelante, el control sobre ella y sus acciones fue ininterrumpido, de modo que el patrimonio de la mencionada empresa, representado en el valor de la mercancía ocultada por OLGA PATRICIA, nunca estuvo en riesgo real, sino bajo la custodia permanente de sus sistemas de seguridad.

Tal situación factual fue conocida al comenzar la actuación procesal, especialmente en la audiencia de imputación, por lo cual la atribución de hurto agravado en el grado de tentativa no podía formalizarse, ni era factible continuar hacia la imposición de la medida de aseguramiento.

(…)

7. Con relación a la antijuridicidad material, cuya verificación omitió la Fiscalía, en el presente asunto se hacen estas anotaciones: 

7.1 El sólo desvalor de conducta (tomar dos tarros de ENSURE y ocultarlos en el bolso) no comprueba también la lesión o puesta en peligro de los derechos patrimoniales, esto es, la economía, el dinero, del supermercado donde se vendía ese producto.

7.2. Recientes lineamientos jurisprudenciales reafirman una vez más que el sólo desvalor de acción no es punible, dado que si en cada caso específico no se constata efectivamente la lesión o puesta en peligro del bien jurídico tutelado, la antijuridicidad material no se concreta y, por ende, la conducta no será punible.

Así lo expresó la Sala mayoritaria de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia del 13 de mayo de 2009 (radicación 31362, M.P. Dr. Julio Enrique Socha Salamanca):

7.3 No se discute que OLGA PATRICIA PUERTA RAMOS fue descubierta cuando guardaba dos envases de ENSURE en su bolso; y de ahí en adelante vigilada, hasta que salió del almacén sin pagar su importe.

En esas específicas condiciones, debido a que la autora fue sorprendida desde un principio en su irregular actuación y a partir de ese instante quedó bajo el control de los sistemas de seguridad del supermercado, inclusive hasta la recuperación de la mercancía, es claro que el patrimonio de CARULLA no fue lesionado ni estuvo en riesgo efectivo. De ahí que no sea válido suponer ni presumir la antijuridicidad material.

(…)

7.5 El delito de hurto, tipificado en los artículos 239 y siguientes del Código Penal, es de resultado y no de peligro. Ello implica que si alguien intenta apoderase de cosa mueble ajena, desplegando acciones sin aptitud para tener éxito en su cometido, de modo que no alcanza a significar una lesión, perjuicio o puesta en peligro del patrimonio del presunto afectado, no habrá, entonces, desvalor de resultado, lo que equivale a afirmar que en esas condiciones no se concretó la antijuridicidad material y no hubo delito, ni siquiera en el grado de tentativa.

7.6 El artículo 27 (tentativa) del Código Penal (Ley 599 de 2000) exige, para predicar ese amplificador del tipo, varios elementos que deben concurrir al mismo tiempo: i) iniciar la ejecución de una conducta punible; ii) a través de actos idóneos, no de cualquier manera ni de forma ineptas; iii) que esos actos idóneos sean inequívocamente dirigidos a su consumación; y iv) que la consumación no se produzca por circunstancias ajenas a la voluntad del agente.

Mientras tal situación con todas esas características no se demuestre no habrá tentativa; como en el presente asunto, donde los movimientos de OLGA PATRICIA y su acompañante fueron tan torpes y evidentes que, se pusieron en evidencia ante los sistemas de seguridad de CARULLA.

La falta de idoneidad de los actos destinados al hurto significó que la mercancía siempre estuviera bajo el control y la vigilancia de los empleados del supermercado; y, por ende, para OLGA PATRICIA no fue posible generar un perjuicio material o al menos comportar un riesgo efectivo contra el patrimonio de esa empresa.

En consecuencia, ante un panorama fáctico probatorio así constituido, la responsabilidad penal no puede predicarse como tentativa y menos como delito consumado; a menos que se decida prescindir del desvalor de resultado y retornar al sistema moral de la responsabilidad objetiva. (Castigar sólo porque la conducta nos parece inconveniente según nuestra moral social; pero sin constatar la causación de un daño, o de un riesgo inminente).”
Relatoría/consulta/2009Acusatorio/Autos

1.2.   M. P.  BOLAÑOS PALACIOS FERNÁNDO LEÓN -   Rad. 110016000028200900090-02 (27-11-09) PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD -  Nulidad por extralimitación del juez en el ejercicio de las facultades oficiosas para interrogar y contrainterrogar en el juicio, consagradas en el artículo 397 de la ley  906/04.

“Revisados los registros de audio, se encuentra fundada la queja del defensor, porque en realidad se observa una conducción desbordada por parte del Juez Doce Penal del Circuito de Conocimiento, quien pluralidad de veces intervino para interrogar a los testigos más allá de lo permitido por los principios acusatorio, adversarial y de imparcialidad.

Ciertamente, la manera como dicho funcionario orientó el debate sugiere parcialidad hacia la causa de la Fiscalía, pues dirigió muchos interrogantes a los testigos no para que respondieran concretamente las preguntas de las partes, ni para aclarar o complementar el sentido de alguna de ellas, sino –como lo admitió el mismo funcionario- para despejar las dudas que iban quedando con cada prueba, con lo cual dio al traste con el artículo 29 de la Constitución Política, que estatuye el debido proceso y con él, la presunción de inocencia; puesto que si las pruebas como fueron presentadas por la Fiscalía y la Defensa no eran suficientes para corroborar la teoría del caso de uno u otro, no correspondía al Juez mejorar el contenido probatorio para confirmar alguna de aquellas posturas –la de la Fiscalía en este caso- sino definir el asunto a través del principio in dubio pro reo, como lo exige el artículo 7° de la Ley 906 de 2004.

(…)

1.4 Como se observa, los interrogatorios a que el Juez sometió a los testigos, y con énfasis en los coprocesados, que son los dos más relevantes, no fueron excepcionales, aclaratorios ni complementarios, sino que tuvieron como finalidad real acomodar el caudal probatorio hasta que satisficiera el querer del funcionario judicial.

Y aún cuando en desarrollo del juicio oral el defensor intervino en plurales ocasiones para interpelar al Juez, tratando de que no continuara su singular manera de amoldar el debate, no lo consiguió, porque, como exclamó el abogado en sus argumentos de la apelación, es difícil para un interviniente oponerse a las preguntas que haga el Juez, porque en condiciones normales el abogado no puede “objetar” al Juez, dado que sus determinaciones tienen sello de autoridad.

1.5 Con todo, la manera como el funcionario judicial procedió en el presente asunto es tan insólita, que en su afán de “despejar las dudas”, el Juez avanzó  hasta la formulación de una pregunta palmariamente indebida, al punto que el abogado se atrevió a lanzar la voz “objeción señor Juez”; y el mismo director del proceso le respondió que tenía razón y le aceptaba la objeción.

Es evidente, entonces, que el A-quo abandonó su rol funcional y se tornó en un adversario más, por manera que, en el juicio contra VÁSQUEZ CIRO, su defensor se vio obligado a controlar las preguntas no sólo de la Fiscalía y el Ministerio Público, sino también del Juez, con innegable ruptura de los principios de imparcialidad y acusatorio.

Frente a un modo de proceder así, el defensor queda limitado y menguado en el ejercicio de sus derechos, ya que no puede más que dejar constancias, pues es insólito que tenga que objetar preguntas que hace el Juez y más aún lo es, que el mismo funcionario decida si admite la objeción.

(…)

1.8 En muchas oportunidades el interrogatorio que hizo el A-quo no tuvo como finalidad aclarar respuestas confusas, pues si así hubiere sido, tenía que formular las mismas preguntas que los adversarios para que la respuesta girara sobre idéntico tema; y no otras, desligadas de aquellas y surgidas en su entera imaginación e interés.

De igual manera, se descarta la viabilidad del desempeño del Juez de conocimiento, so pretexto del “cabal conocimiento del caso”, como lo reiteró tantas veces, dado que en términos normativos ese “caso” es el que le presentan las partes, completamente circunstanciado desde la perspectivas fáctica y jurídica; y no el mismo “caso” mejorado en su respaldo probatorio, ni otro distinto.

1.9 En síntesis, en la revisión detallada de lo acontecido quedó demostrado que el Juez no interrogó a los testigos en aplicación de sus facultades excepcionales, sino ejerciendo un poder inquisitivo abrogado por su propia cuenta, que ni la Carta ni la ley le confieren.

(…)

2. La nulidad a declarar

Por lo antes expuesto, al encontrar respaldo en la realidad procesal la queja del defensor, se invalidarán las actuaciones alcanzadas por el defecto.

Según viene de verse, las irregularidades ocurrieron en la práctica de las pruebas. Sin embargo, toda la audiencia del juicio oral (artículo 366 de la Ley 906 de 2004), debe repetirse desde la instalación, para que un Juez diferente, sin contaminación alguna con lo manifestado por las partes en la alegación inicial ni el contenido de las pruebas, rehaga las diligencias, con plena garantía del debido proceso y, especialmente, del principio de imparcialidad.”
  Relatoría/consulta/2009Acusatorio/Sentencias

2. PROVIDENCIAS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

2.1.   31277(03-12-09) M. P. ALFREDO GÓMEZ QUINTERO   ABUSO DE AUTORIDAD POR ACTO ARBITRARIO E INJUSTO – Configuración en la declaratoria de insubsistencia de un empleado judicial

“Es claro que la arbitrariedad y la injusticia en la conducta del procesado Barrios Reyes tuvieron realización plena. En efecto, contrariando consciente y voluntariamente las normas, emitió un acto administrativo de insubsistencia matizado de craso antojo discrecional, porque fue una respuesta vindicativa al empleado judicial (Benítez Quinceno) que osó ofrecer un testimonio al interior de un procedimiento disciplinario que en la perspectiva del encausado ciertamente le advenía perjudicial. El sentenciado acudió al instituto jurídico de la declaratoria de insubsistencia previsto en el numeral 9º del artículo 149 de la Ley 270 de 1996 -Estatuto de la Administración de Justicia- por simple capricho de poder de nominador; así lo señalan las pruebas recogidas en el proceso penal que por vía de apelación ahora se revisa por la CORTE.

(…)

El procesado Barrios Reyes estaba revestido de una facultad legal de poder declarar la insubsistencia del secretario del juzgado del que era su titular, pero abusó de ella al orientarla a una finalidad contraria a aquella para la cual le fueron conferidas, finalidad esta que el Tribunal concreta en la manifiesta intención del servidor judicial de causar daño a la administración de justicia con el injusto retiro del servicio del referido empleado. 

LA CORTE  no desentraña en sede penal el debate jurisprudencial de otras jurisdicciones alrededor de si frente a un empleado designado en provisionalidad en un cargo de carrera, puede el nominador retirarlo del servicio en uso de la facultad discrecional sin necesidad de motivar la decisión, o por el contrario para adoptar una determinación de esa jaez se requiere siempre la motivación expresa del acto administrativo de insubsistencia, porque en uno u otro caso lo que se requiere es que frente a cada situación fáctica haya asunción de razones para arribar por el nominador al ejercicio de la discrecionalidad al amparo de los principios de la administración de justicia de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de realizar la convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional (Ley 270 de 1996, art. 1)  apaleando en un todo al siquiera mínimo marco del debido proceso que debe aplicarse a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas (CN., art. 29).”
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